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INICIATIVA QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY GENERAL DE SALUD Y A 
LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, EN MATERIA DE REGULACIÓN DE 
DISPENSADORES DE AGUA POTABLE EN ESPACIOS PÚBLICOS Y COMERCIALES, A 
CARGO DEL DIPUTADO EMILIO MANZANILLA TÉLLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PT 

El suscrito, Emilio Manzanilla Téllez , diputado e integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido del Trabajo en la LXVI Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, conforme a 
lo establecido por el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me 
permito presentar la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud y la Ley Federal de Protección al Consumidor, en 
materia de regulación de dispensadores de agua potable en espacios públicos y 
comerciales, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El acceso al agua potable ha sido, históricamente, uno de los grandes desafíos en la 
construcción del Estado mexicano. 

Desde la segunda mitad del siglo XX, la urbanización acelerada y la expansión desigual de 
servicios públicos generaron un mosaico de realidades: mientras algunas zonas urbanas 
cuentan con redes modernas de agua potable y saneamiento, vastas áreas rurales, 
periurbanas y colonias populares carecen aún de infraestructura adecuada. 

A raíz de la Reforma Constitucional de 2012, que reconoció el derecho humano al agua en el 
artículo 4o, el Estado asumió la obligación de garantizar que todas las personas tengan 
acceso suficiente, salubre, aceptable y asequible al agua para uso personal y doméstico. No 
obstante, la brecha entre la letra de la ley y la realidad cotidiana sigue siendo profunda. 

En este contexto, y ante la falta o intermitencia del suministro formal, diversas soluciones 
alternativas han proliferado en los últimos años: camiones cisterna, pipas privadas, plantas 
purificadoras, y más recientemente, dispensadores automáticos de agua potable, instalados 
en calles, colonias, mercados, unidades habitacionales y centros comerciales. 

Estos dispositivos, que funcionan las 24 horas del día mediante monedas o tarjetas 
electrónicas, representan un intento de acercar agua supuestamente purificada a la 
población que no cuenta con acceso confiable o económico al líquido vital. 

Sin embargo, su crecimiento desregulado ha dado paso a una serie de riesgos sanitarios, 
omisiones normativas y vacíos institucionales que hoy deben ser atendidos con urgencia. 

A pesar de su aparente funcionalidad, los dispensadores automáticos de agua presentan 
una serie de problemas estructurales que ponen en riesgo la salud y los derechos de la 
ciudadanía: 
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1. Ausencia de control sanitario real: 

En muchas entidades federativas, no existe una supervisión sistemática de estos aparatos. 
No se exige prueba de potabilidad, análisis microbiológicos frecuentes ni registro de los 
procesos de purificación. Se desconoce si el agua que expenden cumple con la NOM-127-
SSA1-2021, relativa a los límites permisibles de calidad del agua potable. 

2. Falta de transparencia sobre la fuente de agua: 

Los operadores no están obligados a informar al consumidor si el agua proviene de la red 
pública, de pozos privados, de pipas o de fuentes mixtas. Tampoco se transparenta el 
método de tratamiento (ósmosis inversa, cloración, ozonificación, etc.) ni la frecuencia con 
la que se cambian los filtros o se lavan los tanques. 

3. Vulnerabilidad ante la contaminación: 

Estos aparatos, ubicados a menudo en la intemperie, son susceptibles a vandalismo, 
exposición a altas temperaturas, presencia de animales, acumulación de polvo, insectos o 
químicos cercanos. El deterioro de las instalaciones o la falta de mantenimiento puede 
derivar en contaminación bacteriana o química del agua. 

4. Competencia desleal y desplazamiento del comercio local: 

Muchas purificadoras tradicionales, que cumplen con normas sanitarias y cuentan con 
personal capacitado, han sido desplazadas por estos sistemas automáticos que no 
tributan, no generan empleo y evaden regulaciones. 

5. Percepción falsa de seguridad sanitaria: 

La población, al ver estos dispositivos rotulados como “purificadores”, asume que el agua 
es de buena calidad. Esta confianza puede llevar a un consumo continuo de un producto 
que no ha sido verificado, aumentando el riesgo de enfermedades gastrointestinales, 
infecciones o incluso enfermedades más graves en poblaciones vulnerables como niños, 
adultos mayores o personas inmunodeprimidas. 

La presente iniciativa busca cerrar un vacío legal que ha permitido la expansión 
descontrolada de un sistema alternativo de abasto de agua sin controles sanitarios 
adecuados. En la actualidad, ni la Ley General de Salud ni la Ley Federal de Protección al 
Consumidor regulan específicamente estos dispositivos. 

Regular o, en su caso, prohibir la instalación de estos dispensadores cuando no se cumplan 
con criterios técnicos, responde a una visión preventiva de la salud pública. 

No se trata de criminalizar la innovación o restringir el acceso al agua, sino de asegurar que 
cualquier sistema de distribución del recurso cumpla con estándares mínimos de 
salubridad, legalidad y transparencia. 
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Además, este marco normativo permitirá a los municipios y gobiernos estatales contar con 
herramientas claras para autorizar, supervisar o retirar estos dispositivos, de manera que su 
instalación no interfiera con el uso del 

espacio público, el comercio local ni el derecho a la información veraz del consumidor. 

En este sentido, el principio rector de esta propuesta es el interés superior de la salud 
pública. En un país donde las enfermedades diarreicas siguen siendo una causa importante 
de morbilidad, especialmente en menores de cinco años, es inaceptable que se permita el 
funcionamiento de dispositivos de consumo humano sin regulación alguna. 

Asimismo, la iniciativa responde al principio de precaución ambiental y sanitaria, reconocido 
por tratados internacionales, que obliga al Estado a actuar de forma preventiva cuando 
existan indicios razonables de riesgo, aunque no haya certeza científica absoluta. 

También se atienden principios de equidad y justicia social, al evitar que las familias más 
vulnerables –que recurren a estos dispensadores por necesidad económica– sean las más 
expuestas a consumir agua de baja o dudosa calidad. 

Finalmente, se fortalece el estado de derecho, al establecer un piso parejo para todos los 
actores que comercializan agua para consumo humano, y al impedir que se lucre con un 
bien vital sin rendición de cuentas. 

Beneficios para la ciudadanía 

La implementación de esta reforma traerá múltiples beneficios para la población: 

• Mayor seguridad sanitaria: al asegurar que solo se consumirá agua verificada, con 
controles microbiológicos y químicos adecuados. 

• Prevención de enfermedades: especialmente infecciones gastrointestinales y 
enfermedades de origen hídrico en comunidades vulnerables. 

• Transparencia y confianza: los consumidores sabrán qué están tomando, quién lo 
ofrece y bajo qué condiciones. 

• Protección del espacio público: se evitará la ocupación arbitraria de banquetas, plazas o 
zonas comunes. 

• Impulso al comercio formal: se brindará un entorno más equitativo para purificadoras 
locales que cumplen con normas sanitarias. 

• Fortalecimiento institucional: municipios, delegaciones y autoridades sanitarias podrán 
ejercer sus facultades de inspección, verificación y sanción con base en la ley. 
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Finalmente, esta reforma propone una respuesta anticipada a un fenómeno que, de no 
atenderse, podría derivar en crisis sanitarias focalizadas. 

En lugar de esperar brotes o escándalos de contaminación, se apuesta por una regulación 
proactiva que combine: 

Licencias sanitarias obligatorias; 

- Licencias sanitarias obligatorias; 

- Revisión periódica por parte de COFEPRIS y autoridades locales; 

- Sanciones y clausura en caso de incumplimiento; 

- Campañas de información pública para que los ciudadanos conozcan sus derechos y las 
señales de alerta sobre dispensadores irregulares. 

Por lo tanto, se somete a consideración de esta Soberanía la presente iniciativa, con el 
objetivo de proteger el derecho humano al agua y a la salud, cerrar brechas regulatorias, y 
asegurar que ninguna persona, por falta de información o regulación, ponga en riesgo su 
salud al tratar de ejercer su derecho a hidratarse. 

Para mayor entendimiento de la reforma a continuación presento los siguientes cuadros 
comparativos: 
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Por lo anteriormente, expuesto, fundado y motivado someto a esta honorable soberanía el 
siguiente 

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley General de Salud y la 
Ley Federal de Protección al Consumidor, en materia de regulación de dispensadores 
de agua potable en espacios públicos y comerciales 
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Artículo Primero.- Se adiciona el artículo 216 Ter a la Ley General de Salud, para quedar 
como sigue: 

Artículo 216 Ter.- Queda prohibida la instalación de dispensadores automáticos de agua 
potable en la vía pública, espacios comunitarios, unidades habitacionales o centros 
comerciales, cuando no cuenten con autorización sanitaria emitida por la autoridad 
competente. 

Toda persona física o moral que instale, opere o administre dispensadores de agua 
potable deberá: 

I. Acreditar la fuente de abastecimiento y el proceso de purificación utilizado; 

II. Garantizar el mantenimiento periódico, limpieza y cambio de filtros; 

III. Colocar en lugar visible la fecha del último mantenimiento, datos de contacto del 
responsable y resultados de análisis bacteriológicos recientes; 

IV. Permitir la inspección sanitaria sin previo aviso, y 

V. Obtener licencia municipal o delegacional para su instalación en espacios públicos. 

La Secretaría de Salud, en coordinación con autoridades estatales y municipales, 
expedirá las normas oficiales correspondientes y podrá ordenar la clausura de cualquier 
dispensador que represente riesgo sanitario. 

Artículo Segundo.- Se adiciona un artículo 44 Bis a la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, para quedar como sigue: 

Artículo 44 Bis. Los proveedores que ofrezcan agua potable a través de dispensadores 
automáticos deberán garantizar la veracidad en la información sobre la calidad del 
agua, procesos de purificación, tarifas y mantenimiento del equipo. 

Cualquier omisión, falsedad o incumplimiento en dicha información será considerado 
publicidad engañosa y dará lugar a las sanciones previstas en esta Ley. 

Transitorios 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor un día después de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo.- La Secretaría de Salud, en coordinación con la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS), emitirá en un plazo no mayor a noventa 
días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, las 
disposiciones reglamentarias, normas oficiales mexicanas y lineamientos necesarios para su 
adecuada aplicación. 
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Tercero.- Los gobiernos de las entidades federativas, así como los municipios y alcaldías, 
deberán adecuar sus normativas locales, procedimientos de autorización y sistemas de 
inspección sanitaria relacionados con la instalación y operación de dispensadores 
automáticos de agua potable en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales a partir 
de la publicación del presente decreto. 

Cuarto.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente 
decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de abril de 2025 

Diputado Emilio Manzanilla Téllez (rúbrica) 

 


